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AVISA 
 
 
Que mediante la providencia calendada el 6 de febrero de 2023, se 
admitió la acción de tutela de la referencia y mediante auto del 13 de 
febrero de esta anualidad se dispuso notificar por aviso fijado en el 
micrositio web del juzgado a la señora MARIELA DÍAZ TRIANA para 
que se pronuncien sobre todos y cada uno de los hechos fundamento 
de la acción constitucional. 
 
Se fija el presente aviso en la página web de la Rama Judicial, hoy 14 
de febrero de 2023, por el término de un día. 
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Es así como en sentencia SL5524-2016 señaló que: 
«En otras palabras, la condición de compañero (a) permanente no se adquiere 
por una declaración formal ante notario, ni por ninguna otra ritualidad, sino por el 
devenir cotidiano de la pareja que comparte su vida con la intención de conformar 
una familia por la voluntad responsable de hacerlo, en los términos del artículo 
42 de la Constitución Política.» 

Y luego señala la Corte: 
«Se deriva entonces, tal condición, de esa convivencia establecida de manera 
responsable con miras a integrar una familia y que existe según la Sala, cuando 
entre los miembros de la pareja estén presentes el «acompañamiento espiritual 
permanente, apoyo económico y vida en común, entendida ésta, aún en estados 
de separación impuesta por la fuerza de las circunstancias, como podrían ser las 
exigencias laborales o imperativos legales o económicos, lo que 
implica  necesariamente una vocación de convivencia». 

Lo anterior debe ser acreditado por quien alega ser la compañera permanente, 
y, como la corte lo ha señalado, no es suficiente una declaración extrajuicio ni la 
afiliación al sistema de seguridad social como beneficiaria/o en calidad de 
cónyuge. 
Ahora, no estrictamente necesario que la compañera permanente estuviera 
conviviendo con el causante al momento de su fallecimiento, pues hay 
circunstancias en que hay un alejamiento físico que no implica un rompimiento 
de la convivencia como tal, como cuando la persona trabaja en otra ciudad, o 
cuando el causante ha ido a vivir temporalmente donde un familiar para procurar 
un cuidado ante la imposibilidad de la compañera permanente de hacerlo. 
Es así como la sala laboral de la Corte suprema de justicia en sentencia SL2767-
2022 señaló: 
«En relación con la convivencia que encontró probada el juzgador de alzada 
entre (xxx), bien vale recordar que, para el fallador plural, el que la actora no 
permaneciera bajo el mismo techo con el jubilado para el momento de la muerte, 
no excluye per se una comunidad de vida, pues la ausencia física se dio por 
motivos de orden laboral. Tal reflexión por sí sola no es equivocada, por el 
contrario, se aviene a la doctrina de esta Sala, que ha encontrado en 
circunstancias como la descrita, justificación a un distanciamiento temporal que 
no compromete una real cohabitación de la pareja, basada en lazos de afecto y 
el ánimo de brindarse sostén y asistencia recíprocos. 

En efecto, esta Corporación ha admitido que ciertas separaciones físicas por 
razones de salud, laborales, económicas o legales, entre otras, no rompen 
necesariamente el vínculo afectivo, ni la vocación de convivencia que se pueda 



predicar de quienes deciden consolidar su unión de pareja (CSJ SL, 28 oct. 2009, 
rad. 34899; CSJ SL, 1 dic. 2009, rad. 34415).» 
Es normal que, en los últimos días de vida de una persona, esta se traslade a 
vivir en la casa de un familiar, lo que interrumpe la convivencia física con la 
compañera permanente, pero no la convivencia emocional, y es espíritu y 
compromiso de ayuda mutua. 

 

 

 Regulación normativa de la pensión de sobrevivientes y jurisprudencia 
sobre la exigencia de la convivencia 



  

37.  El Sistema General de Seguridad Social en Pensiones establece una serie 

de prestaciones asistenciales y económicas que amparan los riesgos de vejez, 

invalidez o muerte[74]. Específicamente, la pensión de sobrevivientes es una 

de las erogaciones previstas por el sistema pensional, junto con la sustitución 

pensional y la indemnización sustitutiva, entre otras[75]. Esta se funda en 

múltiples principios constitucionales como la solidaridad, la reciprocidad y 

la universalidad[76]. 

  

38.  El derecho a la pensión de sobrevivientes es “(…) la garantía que le 
asiste al grupo familiar de una persona que fallece siendo afiliada al 

Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, para reclamar la 

prestación que se causa precisamente con tal deceso”[77]. De otro lado, el 

derecho a la sustitución pensional le asiste al grupo familiar del pensionado 

por vejez o invalidez, para reclamar, ahora en su nombre, la prestación que 

recibía el causante. Debe enfatizarse en que, pese a la distinción nominal 

entre la pensión de sobrevivientes propiamente dicha y la sustitución 

pensional, la jurisprudencia constitucional se ha referido en múltiples 

oportunidades al propósito que comparten ambas. Al respecto, la Corte 

señala que “busca impedir que, ocurrida la muerte de una persona, quienes 

dependían de ella se vean obligados a soportar individualmente las cargas 

materiales y espirituales de su fallecimiento”[78]. Asimismo, esta prestación 

social “suple la ausencia repentina del apoyo económico del pensionado o 

del afiliado del grupo familiar con el fin de evitar que su muerte se traduzca 

en un cambio radical de las condiciones de subsistencia mínimas de los 

beneficiarios de dicha prestación”[79]. 

  

39.  De acuerdo con lo anterior, es importante destacar que este marco de 

protección derivado de esta pensión se ofrece “a los familiares del afiliado 

o del pensionado que fallece, frente a las contingencias económicas 

derivadas de su muerte”[80]. En ese sentido, esta Corporación precisa que la 

consideración de los familiares, tanto del pensionado como del afiliado, 

como beneficiarios de esta prestación pensional, tiene la finalidad de “evitar 

‘que las personas allegadas al trabajador y beneficiarias del producto de 
su actividad laboral queden por el simple hecho de su fallecimiento en el 

desamparo o la desprotección’”[81]. 

  

40.  Por su parte, la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003, 

contiene las disposiciones generales sobre los requisitos necesarios para el 

reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, tanto en el régimen de 

prima media con prestación definida[82], como en el de ahorro individual con 

solidaridad[83]. Específicamente, el artículo 47 establece quiénes son los 

beneficiarios de la pensión de sobrevivientes de la siguiente manera: 
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“Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 

  

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero 

permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la 

fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En 

caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 

pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente 

supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el 

causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos 

de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte; 

  

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente 

supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del 

fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya 

procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el 

beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este 

caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia 

pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante 

aplicará el literal a). 

  

Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera 

permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a 

percibir parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del 

presente artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en 

proporción al tiempo de convivencia con el fallecido. 

  

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes 

del fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o 

compañero permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión 

de sobreviviente será la esposa o el esposo[84]. Si no existe convivencia 

simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una 

separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá 

reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un 

porcentaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre 

y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del 

fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá a la 

cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente; 

  

c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta 

los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y 

si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, 

siempre y cuando acrediten debidamente su condición de 
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estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que 

establezca el Gobierno[85]; y, los hijos inválidos si dependían 

económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos 

adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para 

determinar cuando hay invalidez se aplicará el criterio previsto por 

el artículo 38 de la Ley 100 de 1993; 

  

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos 

con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían 

económicamente de forma total y absoluta de este; 

  

e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e 

hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del 

causante si dependían económicamente de éste. 

  

Parágrafo. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo 

entre el padre, el hijo o el hermano inválido sea el establecido en el 

Código Civil”. 
  

41.  La Corte Constitucional también se ha pronunciado sobre las finalidades 

concretas de los requisitos establecidos en el literal a) del artículo 47 de la 

Ley 100 de 1993. En términos generales, ha dicho que los requisitos fijados 

por el Legislador pretenden garantizar la cobertura ante la contingencia de 

la muerte de quien era el sostén económico de la familia, por lo que busca 

salvaguardar a los verdaderos destinatarios de la prestación[86], de tal modo 

que estos no sean suplantados por otros[87] y, de esta manera, evitar cualquier 

tipo de fraude que pueda ocurrir[88]. 

  

42.  Particularmente, la Sentencia C-1176 de 2001[89] analizó la demanda de 

inconstitucionalidad contra la expresión “por lo menos desde el momento en 

que éste cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de 

vejez o invalidez” contenida en el literal mencionado. En esta oportunidad 
le correspondió a la Corte resolver si la exigencia según la cual, para tener 

derecho a la pensión de sobrevivientes, el cónyuge o compañero supérstite 

debía iniciar la vida marital antes de que el causante adquiriera la calidad de 

pensionado, se ajustaba al principio de igualdad y a la protección de la 

familia. 

  

Al respecto, esta Corporación expuso que “el objetivo fundamental 

perseguido por los preceptos demandados, tal como lo reconoce la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional, 

es el de proteger a la familia”. Agregó que el cumplimiento de ciertas 
condiciones personales o temporales del cónyuge o compañero permanente 
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del causante “constituye una garantía de legitimidad y justicia en el 

otorgamiento de dicha prestación que favorece a los demás miembros del 

grupo familiar”. También, manifestó que “las exigencias consignadas en los 

artículos demandados buscan la protección de los intereses de los miembros 

del grupo familiar del pensionado que fallece, ante la posible reclamación 

ilegítima de la pensión por parte de individuos que no tendrían derecho a 

recibirla con justicia” y “con el establecimiento de los requisitos 

consignados en la norma se busca desestimular la ejecución de conductas 

que pudieran dirigirse a obtener ese beneficio económico, de manera 

artificial e injustificada”. 
  

Aunque la Corte estimó que el requisito demandado coincidía con los 

propósitos señalados, pretender que la convivencia iniciara antes de adquirir 

el estatus de pensionado no era una medida idónea, toda vez que esta 

circunstancia es ajena “al propósito de la norma, cual es el de garantizar la 

convivencia de los cónyuges o compañeros y evitar relaciones de última 

hora”. A lo anterior se sumó que la exigencia establecida en el precepto 
acusado no se avenía con la esencia de la pensión de sobrevivientes, esto es, 

a la duración de la vida marital y “a la convivencia efectiva que pueda existir 

al momento de ocurrida la muerte del causante”. En esos términos, declaró 
la inexequibilidad del aparte acusado. 

  

Estos propósitos de protección de la familia del causante y de 

obstaculización al fraude en el reconocimiento de la pensión de 

sobrevivientes los reiteró la Sentencia C-1094 de 2003[90] y a estos se sumó 

que “tales exigencias están dirigidas a ‘favorecer económicamente a 
matrimonios y uniones permanentes de hecho que han demostrado un 

compromiso de vida real y con vocación de permanencia’”. Entre tanto, 
la Sentencia C-111 de 2006[91] destacó que estas condiciones para el 

otorgamiento de la pensión de sobrevivientes responden a objetivos 

fundamentales para la estabilidad económica y financiera del sistema 

general de pensiones. 

  

43.  En este sentido, la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia por muchos años sostuvo, en forma pacífica y 

estable, que el tiempo de convivencia previsto en el literal a) del artículo 13 

de la Ley 797 de 2003 era exigible tanto para los beneficiarios de los 

pensionados como de los afiliados. Por ejemplo, en la Sentencia del 20 de 

mayo de 2008, casó el fallo de la Sala Laboral del Tribunal Superior de 

Medellín que, al interpretar el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado 

por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, concluyó que: 
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“en el caso de un AFILIADO fallecido, para efectos de la pensión de 

sobrevivientes vitalicia, solo bastaba a su compañera permanente, 

acreditar que tenía más de 30 años de edad, mientras que, en el caso 

de haber sido aquél PENSIONADO, correspondía a ésta demostrar, 

además, que ‘…estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su 
muerte y haya convivido con el fallecido no menos de 5 años continuos 

con anterioridad a su muerte’”[92]. 

  

Al casar este fallo, la Corte Suprema expuso que no tenía razones para variar 

el criterio expuesto en 2005 sobre la materia. Ese año, la Sala de Casación 

Laboral explicó su interpretación del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 (en 

su versión original, antes de las modificaciones introducidas en 2003). En 

esa oportunidad, discutió si la convivencia mínima de dos años establecida 

en el inciso segundo del literal a) del artículo citado debía entenderse 

aplicable sólo para el caso del pensionado fallecido o si tal exigencia 

cobijaba también a los beneficiarios del afiliado. Para responder a este 

interrogante, la Sentencia del 5 de abril de 2005 señaló que “el requisito de 

la convivencia al momento de la muerte del causante, era indispensable 

para definir el derecho de los beneficiarios tanto del PENSIONADO como 

del AFILIADO”[93] (énfasis originales). 

  

Las razones expuestas por la Sala de Casación Laboral para sostener esta 

postura fueron las siguientes: (i) el inciso se refiere específicamente al 

pensionado para efectos de establecer que la convivencia debía darse 

necesariamente desde el momento en que adquirió el derecho pensional[94]; 

(ii) no se veía una razón, distinta a la simple condición del pensionado, para 

entender que el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 discriminara entre los 

beneficiarios que integran el grupo familiar del pensionado y del afiliado, 

previstos ambos por el artículo 46 de la misma ley; (iii) se entienden como 

miembros del grupo familiar a quienes 

  

“mantuvieron vivo y actuante su vínculo ‘…mediante el auxilio mutuo, 

entendido como acompañamiento espiritual permanente, apoyo 

económico y vida en común, entendida ésta, aún en estados de 

separación impuesta por la fuerza de las circunstancias, como 

podrían ser las exigencias laborales o imperativos legales o 

económicos, lo que implica necesariamente una vocación de 

convivencia…’”[95]. 

  

A estos tres motivos sumó que el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 sólo 

aumentó el tiempo de convivencia exigido y no alteró la consideración como 

beneficiarios de la pensión de sobrevivientes indistintamente a los miembros 

del grupo familiar del pensionado o afiliado fallecido. De este modo, la 
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Corte concluyó que, en virtud de la disposición comentada, “es ineludible al 

cónyuge supérstite o compañero (a) permanente, la demostración de la 

existencia de esa convivencia derivada del vínculo afectivo con el 

pensionado o afiliado al momento de su fallecimiento y, por lo menos, 

durante los cinco años continuos antes de éste”[96]. 

  

Este pronunciamiento fue reiterado posteriormente en decisiones de 

2010[97], cuando la Sala de Casación Laboral casó tres providencias de la 

Sala Laboral del Tribunal Superior de Medellín que eximieron a los 

demandantes de la exigencia de la convivencia mínima de cinco años con el 

causante y ordenaron reconocer el derecho a la pensión de sobrevivientes. 

Además de insistir en los argumentos expuestos en 2008, la Corte Suprema 

de Justicia señaló lo siguiente: 

  

“No obstante la imprecisa redacción del artículo 13 de la Ley 797 de 

2003 que modificó el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, ha asentado 

la jurisprudencia que un recto entendimiento del precepto, en armonía 

con los principios que rigen la seguridad social, conduce a que al igual 

que sucede cuando fallece un pensionado, para que el cónyuge o la 

compañera o compañero permanente del afiliado pueda acceder a la 

prestación de supervivencia, es menester la demostración de que la 

vida en común haya tenido una duración de no menos de cinco años 

continuos con anterioridad a la muerte, y que esta convivencia hubiera 

estado vigente al momento del fallecimiento”[98]. 

  

Aunado a lo anterior, la Sala de Casación Laboral expuso la relación estrecha 

que existe entre la exigencia de la convivencia y la consideración del 

beneficiario como miembro del grupo familiar del causante. Así, dijo que 

“en ambos casos (el del pensionado o afiliado fallecido), es necesario al 

causahabiente demostrar convivencia con el causante al momento del 

fallecimiento de éste, pues, de otra manera, no podría considerarse a ese 

cónyuge o compañera (o) permanente, como miembro del grupo familiar 

conformado con éste”[99] . Añadió que la acreditación de la convivencia es 

aún más relevante cuando quien alega ser beneficiario del afiliado es el (la) 

compañero(a) permanente, pues el “vínculo es de facto y solo es dable 

demostrarlo a través de hechos que indiquen la existencia de una comunidad 

de vida entre la pareja, en donde predomine el auxilio mutuo, entendido 

como el acompañamiento espiritual permanente, el apoyo económico y la 

vida en común, durante un [lapso] que indique ánimo de permanencia”[100]. 

  

Las consideraciones anteriores, a su vez, fueron reiteradas en 

2011[101] cuando nuevamente fue casada una sentencia que reconocía 

pensiones de sobrevivientes con fundamento en que la exigencia de los cinco 
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años de convivencia no era aplicable a la compañera permanente del afiliado 

fallecido. Incluso, en 2012, en un asunto en el que no se casó la sentencia 

porque se pudo advertir que, en efecto, la parte demandante acreditaba los 

cinco años de convivencia con el afiliado causante, la Sala de Casación 

Laboral sí concluyó que el cargo propuesto en casación era fundado respecto 

de la errónea interpretación que hizo el Tribunal, al omitir que, “tanto en el 

caso del pensionado como en el del afiliado fallecido, conforme a los 

artículos 12 y 13 de la Ley 797 de 2003, es necesario acreditar una 

convivencia mínima con el causante de, por lo menos, cinco años continuos 

con anterioridad a la muerte”[102]. Asimismo, en 2015, la Corte Suprema de 

Justicia casó parcialmente una decisión que concedió la cuota parte de la 

pensión de sobrevivientes a la compañera permanente de un afiliado, pese a 

que no acreditó los cinco años de convivencia exigidos por la ley[103]. En el 

mismo sentido se profirieron sentencias adicionales en 2015[104], 2019[105] y 

marzo de 2020[106]. 

  

La Corte Suprema de Justicia también ha reiterado el criterio expuesto al no 

casar las providencias que negaron el reconocimiento de la pensión de 

sobrevivientes del cónyuge o compañero(a) permanente del afiliado por no 

cumplir con el requisito de los cinco años de convivencia[107]. En este sentido, 

por ejemplo, la Sala de Casación Laboral no encontró fundado el argumento 

del recurrente que afirmaba que “el mencionado artículo 13 de la Ley 797 

de 2003 solo exige el requisito de la convivencia respecto del cónyuge o el 

compañero (a) del pensionado fallecido, mas no cuando se trata de un 

afiliado”[108] . También, ha sostenido “que no existen razones válidas para 

establecer diferencias entre el afiliado y el pensionado fallecido”[109]. 

  

Esta postura pacífica fue modificada por la providencia del 3 de junio de 

2020 que se discute en la acción de tutela de la referencia. Asimismo, esta 

nueva postura ha sido reiterada en sentencias en las que no prosperó el cargo 

por indebida interpretación del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 contra la 

providencia que ordenó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a 

la compañera permanente de un afiliado que no acreditó los cinco años de 

convivencia previos al fallecimiento de su causante[110] o la que hizo un 

reconocimiento pensional a la cónyuge de un afiliado sin acreditar este 

requisito[111]. 

  

En síntesis, el recuento jurisprudencial de la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia evidencia que la interpretación pacífica y reiterada 

del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 (modificado por el artículo 13 de la 

Ley 797 de 2003), hecha por esa alta Corporación, estableció el criterio de 

que los cónyuges o compañeros permanentes supérstites deben demostrar su 

convivencia con el (la) causante, indistintamente de que este último fuera 
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pensionado o afiliado al momento de su fallecimiento y, por lo menos, 

durante los cinco años continuos antes de este suceso. Este criterio fue 

estable en la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia desde 2008 hasta 

marzo de 2020 y fue aplicado sin variación, tanto en los casos en los que 

casó providencias en las que los Tribunales se apartaban de esta regla (al 

estimar que los cinco años de convivencia aplicaban solamente al caso de los 

pensionados y no al de los afiliados), como aquellos en los que no casó 

sentencias en las que acertadamente se negó el reconocimiento de la pensión 

de sobrevivientes para beneficiarios de afiliados que no demostraban este 

requisito. Incluso, este criterio se remonta a la interpretación que hizo la Sala 

de Casación Laboral del texto original del artículo 47 de la Ley 100 de 1993. 

  

Entre las razones que ha expuesto la Corte Suprema de Justicia para exigir 

el requisito de convivencia a beneficiarios de pensionados y afiliados, sin 

distinción, se encuentra, en primer lugar, que la simple condición de 

pensionado no es una razón para establecer una diferencia entre los 

beneficiarios que integran el grupo familiar de este y del afiliado. En segundo 

lugar, la convivencia es un elemento indispensable para considerar que el 

cónyuge o compañero(a) permanente hace parte del grupo familiar del 

pensionado y afiliado, establecidos por el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 

como únicos beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. En tercer lugar, 

la Ley 797 de 2003 sólo modificó el tiempo exigido de convivencia con el 

pensionado o afiliado, mas no alteró el concepto de beneficiario de la pensión 

de sobrevivientes. 
 

Así mismo, el literal a) del artículo 47 contempla como uno de los requisitos 

para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes al cónyuge o la 

compañera o compañero permanente supérstite un tiempo mínimo de 

convivencia en los siguientes términos: 

  

“Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: // a) En forma 

vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o 

supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del 

fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de 

que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, 

el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, 

deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante 

hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco 

(5) años continuos con anterioridad a su muerte” (énfasis añadidos). 
  

55.  Los requisitos previstos en este artículo y, particularmente, el del 

período de convivencia, tienen la finalidad de garantizar que la pensión de 



sobrevivientes sea otorgada a sus verdaderos destinatarios y así impedir que, 

ilegítima y artificiosamente, personas distintas a quienes conforman el grupo 

familiar logren el reconocimiento de la prestación pensional. En últimas, 

estos objetivos se resumen en la intención de proteger a la familia del 

causante y los intereses de sus miembros. De nuevo, es importante destacar 

que, en virtud del principio de igualdad, estas protecciones deben cobijar por 

igual a las familias de los afiliados y de los pensionados. 

  

56.  Pese a que la legislación contempla, por igual, al grupo familiar del 

pensionado y del afiliado fallecidos como beneficiarios de la pensión de 

sobrevivientes (artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 

12 de la Ley 797 de 2003) y que, de cara al principio de igualdad, la 

protección derivada del requisito de convivencia es necesaria para asegurar 

que personas distintas a los miembros del grupo familiar no obtengan 

indebidamente reconocimientos pensionales a su favor, la sentencia 

cuestionada introdujo una diferenciación en la materia. En particular, 

dispuso que la exigencia al cónyuge o la compañera o compañero 

permanente de acreditar el mínimo de cinco años de convivencia anteriores 

al fallecimiento del causante solo era aplicable cuando estos fueran 

pensionados, mas no en el caso de los afiliados. 

  

La Sala Plena considera que esta distinción no corresponde con los 

propósitos de la pensión de sobrevivientes en general ni con los del requisito 

de convivencia, en particular. Así mismo, esa diferenciación no obedece a 

una justificación objetiva que atienda al principio de igualdad. Sobre este 

aspecto, debe tenerse en cuenta que cualquier distinción entre sujetos que 

acceden a la misma posición jurídica, en este caso la sustitución pensional o 

la pensión de sobrevinientes, según el caso, debe responder a una razón 

verificable y que suponga la atención de derechos, bienes o valores 

constitucionales significativos. De lo contrario, se estará ante una distinción 

arbitraria y, por ende, que vulnera el principio de igualdad. 

  

La argumentación de la Sala de Casación Laboral no justifica este trato 

desigual entre los beneficiarios del pensionado y del afiliado. Contrario a lo 

que sostuvo la Corte Suprema de Justicia, el hecho de que en el caso del 

afiliado no se haya causado el derecho pensional antes de su fallecimiento 

no es óbice para que sus familiares requieran las mismas protecciones ante 

la eventualidad de que personas ajenas al grupo familiar obtengan 

artificiosamente el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. Esto 

bajo el entendido de que la concesión de esa prestación económica se 

fundamenta en la dependencia con el afiliado o causante, la cual es análoga 

en ambos casos y según se ha insistido en los argumentos anteriores. 

  



En este sentido, la Sala Plena comparte el argumento según el cual esta 

protección también es necesaria para la familia del afiliado, pues las 

pensiones de sobrevivientes causadas en este supuesto también son 

susceptibles de situaciones fraudulentas y, sin la exigencia de un mínimo de 

convivencia, personas que no integraban el grupo familiar del afiliado 

podrían obtener exitosamente el reconocimiento pensional. 

  

Nótese que, de acuerdo con los órdenes con base en los cuales se reconoce 

la pensión de sobrevivientes, estos reconocimientos afectarían los derechos 

de otros miembros del grupo familiar, concretamente, de los hijos, los cuales 

se encuentran en el mismo orden de prelación y, más aún, de quienes se 

encuentran en los órdenes sucesivos que solo serían beneficiarios en el caso 

de que no existan cónyuges, compañeros permanentes e hijos con derecho. 

Esta consideración es relevante en el caso concreto que resolvió la Corte 

Suprema de Justicia, pues su postura condujo a que la pensión de 

sobrevivientes fuera compartida entre los hijos del afiliado y la compañera 

permanente, quien no demostró convivir con el causante en el tiempo 

mínimo establecido por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. 

  

Así mismo, el trato diferenciado carece de una justificación objetiva porque 

desatiende que, sin importar si se está ante una prestación causada por la 

muerte del afiliado o pensionado, la finalidad de la pensión de sobrevivientes 

es la protección del grupo familiar. Al eximir al cónyuge o la compañera o 

compañero permanente supérstite del afiliado de demostrar los cinco años 

de convivencia, la Corte Suprema de Justicia inaplica el requisito que el 

Legislador, en ejercicio de su margen de configuración en materia de 

seguridad social, estimó adecuado para determinar que el beneficiario, en 

efecto, pertenece al grupo familiar del causante. De la misma manera, esta 

interpretación es problemática respecto de la noción misma del matrimonio 

o de la unión marital de hecho, las cuales tienen dentro de sus elementos 

definitorios la convivencia estable y singular de los integrantes de la pareja. 

Es a partir de esa convivencia que se generan deberes jurídicos de 

solidaridad y mutuo socorro, con base en los cuales válidamente el 

Legislador previó determinados requisitos y plazos predicables al caso 

examinado. En este sentido, el Legislador, dentro de su amplio margen de 

apreciación en materia de diseño de las prestaciones en materia de seguridad 

social, impuso el requisito de convivencia como un medio adecuado para 

garantizar que la pensión de sobrevivientes se reconozca a los beneficiarios 

a partir de sus finalidades, sin que lo dicho constituya un juicio abstracto 

sobre la constitucionalidad del requisito de convivencia o la imposibilidad 

de que posteriormente el Congreso de la República pueda variar dichos 

requisitos. 

  



57.  Las anteriores razones evidencian que la sentencia de casación del 3 de 

junio de 2020 desplegó una interpretación del artículo 47, literal a) de la Ley 

100 de 1993 que no es conforme con el principio de igualdad. Por el 

contrario, de una interpretación compatible con este principio 

constitucional, se deduce que la exigencia de los cinco años de convivencia 

con el causante responde a la finalidad de que sea el grupo familiar el que 

acceda a la pensión de sobrevivientes y de proteger a este grupo de 

solicitudes artificiosas o ilegítimas. Por esta razón, debió considerarse que 

la compañera permanente del afiliado debía demostrar este tiempo de 

convivencia con su causante. 
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República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO CUARENTA Y SEIS (46) CIVIL DEL CIRCUITO 

Carrera 9 No. 11 – 45, Torre Central, Piso 2º 
j46cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá, D.C., seis (6) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 
 

Ref. 110013103-046- 2023-00050-00 
 

 
Reunidas las exigencias especiales, contenidas en el artículo 86 de la Constitución 

Política, en concordancia con lo establecido en los artículos 14 y 37 del Decreto 2591 de 1.991, 
el Juzgado ADMITE la presente Acción de Tutela instaurada por LILIANA PATRICIA 
CAMARGO BAPTISTA contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 
COLPENSIONES. 

 
DISPONE: 

 
 

1.-  VINCULAR a la señora MARIELA DIAZ TRIANA. 
 
2.- OFICIAR a la entidad accionada y a la vinculada para que se pronuncien en el 

término perentorio de un (1) día siguiente a la notificación de la presente acción, sobre los 
hechos y pretensiones solicitadas en la tutela, allegando la documental con la que sustentan su 
respuesta. Se adjunta copia del traslado con sus respectivos anexos.  

 
3.- TENER como pruebas las aportadas con la tutela y las demás que surjan de las 

anteriores y que se consideren conducentes para el total esclarecimiento de los hechos que 
originaron el ejercicio de la presente acción. 

 
4.- NEGAR la medida provisional dirigida a que se suspenda la mesada pensional 

a la señora MARIELA DIAZ TRIANA de manera inmediata la realización de la prueba 
correspondiente al Proceso de Selección Entidades del Orden Nacional 2022, así como 
cualquier otra etapa del proceso que vulnere mis derechos fundamentales. 

 
Respecto de lo anterior, el despacho precisa que acorde con la finalidad protectora 

de la acción de tutela, las medidas provisionales1 buscan hacer efectiva dicha protección, 

 

1 El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 señala: 
 
 “Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario 

y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

 

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e 

inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio 

el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito 

posible.  
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cuando de esperarse a la culminación del proceso, las decisiones que se adopten en el fallo 
podrían resultar ineficaces, es decir, buscan conjurar de manera previa al fallo, un peligro o 
vulneración que se está presentando o que se percibe como de inminente ocurrencia y que no 
da tiempo a esperar por un fallo definitivo. 

 
Sobre el particular, la Corte Constitucional señala que: 
 
 “La protección provisional está dirigida a: i) proteger los derechos de los demandantes con 
el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) salvaguardar los derechos 
fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que 
se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, 
perjuicios que no se circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez 
está facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a estos fines (inciso 2º 
del artículo transcrito). Las medidas provisionales cuentan con restricciones, debido a que la 
discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica un poder arbitrario u omnímodo. Por 
ello, la expedición de esa protección cautelar debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a 
la situación planteada”2. 
 
Ahora, el decreto de las medidas provisionales solo se justifica ante hechos 

evidentemente amenazadores y lesivos para los derechos fundamentales del accionante, que en 
caso de no decretarse podría hacer aún más gravosa su situación; pues, de no ser así, la medida 
no tendría sentido y el accionante debería esperar los términos preferenciales que estableció el 
ordenamiento para resolver de fondo la tutela. Es así como al analizar las precisas 
circunstancias del caso en estudio, el juez determinará si es o no necesaria la adopción de 
medidas previas a las definitivas del fallo. 

 
Así, el despacho considera que para establecer si es viable decretar la medida 

solicitada por el accionante, es necesario indagar si la vulneración del derecho fundamental 
señalado por la parte actora se evidencia de forma manifiesta, si los fundamentos fácticos 
tienen un principio de prueba sobre su ocurrencia y, si la medida solicitada tiene el efecto útil 
de proteger el derecho que se busca tutelar. Lo anterior por cuanto la procedencia de la medida 
cautelar pende de la demostración o de la inminencia a una vulneración de un derecho 
fundamental, para prevenirla, o de su vulneración actual, para hacerlo cesar.   

 
Frente a la medida provisional solicitada por el actor, el Despacho no encuentra 

procedente su decreto, pues del análisis de los hechos y las pruebas que se aportó con la 
solicitud de tutela, no se advierte para este momento, vulneración inminente de los derechos 
del accionante, que permitan concluir la necesidad de decretar una medida provisional antes 
de resolverse en esta instancia la tutela que se presentó. 

 
Por consiguiente, no resulta necesario decretar la medida provisional en este 

momento, dado que no se observa que con ella se pueda evitar una situación más gravosa de 
los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, por lo que se negará. 

 
5.- REQUERIR a la accionante para que allegue nuevo escrito de la tutela, 

comoquiera que el aportado presenta partes borrosas. 
 
 

 

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho 

o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 

 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de 

ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado”.  
2 Corte Constitucional, sentencia T-103-18, Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS 
 



6.- NOTIFICAR la presente decisión a las partes, por el medio más expedito y 
eficaz, esto es, mediante oficio, telegrama o correo electrónico. 

 
CÚMPLASE,  

 
FABIOLA PEREIRA ROMERO  

JUEZ 
 

 
 
 

 



República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 
JUZGADO CUARENTA Y SEIS (46) CIVIL DEL CIRCUITO 

Carrera 9 No. 11 – 45, Torre Central, Piso 2º 
j46cctobt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
Bogotá, D.C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 
 

Ref. 110013103-046-2023-00050-00    
 
 

En atención a que la accionante LILIANA PATRICIA CAMARGO BAPTISTA 
no prestó su colaboración para lograr el enteramiento de MARIELA DÍAZ TRIANA, 
siendo su vinculación necesaria en el presente trámite, el juzgado, 

 
DISPONE: 

 
 
PRIMERO: ORDENAR a la Secretaría notificar por aviso fijado en el 

micrositio web del juzgado a la señora MARIELA DÍAZ TRIANA. 
 
SEGUNDO: REQUERIR POR SEGUNDA VEZ a la accionante para que 

preste su colaboración, procediendo en el término de una (1) hora a suministrar la 
dirección de correo electrónico y/o física de la convocada.  

 
TERCERO: REQUERIR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES- COLPENSIONES, para que en el término de una (1) hora preste su 
colaboración a esta dependencia, remitiendo la información que repose en sus bases de 
datos para la notificación de MARIELA DIAZ TRIANA. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 
 

FABIOLA PEREIRA ROMERO 
JUEZ 

 
 

 
DAQL 
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